
BOJA núm. 218Sevilla, 12 de noviembre 2003 Página núm. 23.861

con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico P.D. (Orden de
18.6.2001) Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 28 de octubre de 2003.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don José Carlos Gor-
don Llorca, en nombre y representación de Obras Flo-
rida, SLU, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Huelva, recaída en el expediente H-27/02.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Carlos Gordon Llorca en nombre y repre-
sentación de «Obras Florida, S.L.U.», de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno
de la Junta de Andalucía en Huelva, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticuatro de julio de dos
mil tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 8 de julio de 2002 el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva acordó la
iniciación de expediente sancionador contra Obras Florida,
S.L.U. por posible cláusula abusiva en un contrato de com-
praventa de vivienda.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 11 de septiembre dictó resolución por la que se
impone a la citada entidad una sanción de 3.600 euros por
infracción a los artículos 3.3.6 y 7 del R.D. 1945/1983, de
22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de la producción
agroalimentaria.

Tercero. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso en tiempo y forma recurso de alzada, alegando:

- El comprador sabía que había una hipoteca.
- El Código Civil prima el principio de autonomía de la

voluntad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18
de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el
que se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería de
Gobernación, modificado por Decreto 373/2000, de 16 de
mayo.

Segundo. Para centrar la cuestión, es conveniente el con-
tenido de la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla-La Mancha de 4 de enero de 2001, que en su fun-
damento tercero, dice: Por lo que se refiere a la tipicidad de
la conducta sancionada, cabe afirmar que uno de los principios
cardinales de la protección del consumidor en la adquisición
de bienes y servicios frente al tradicional derecho de obli-
gaciones, anclado en el rígido dogma de la autonomía de
la voluntad, es asegurar la formación de la libre formación
de esa voluntad en el momento en que más débil se torna
la prestación del consentimiento frente a la parte contractual
más fuerte, empresario o profesional, de manera que al menos
la oferta, promoción o publicidad de las prestaciones se ajuste
a la naturaleza, características, condiciones, utilidad o finalidad
de los productos o servicios y que no se producirán incum-
plimientos o desviaciones de aquello que se ofertó o publicitó.
(...) La Ley no viene sino a dar carta de naturaleza a una
fórmula de protección del adquirente de bienes y servicios
que la jurisprudencia civil más tradicional venía procurando
en aras de la buena fe mediante la integración en el contrato
las condiciones de la oferta o publicidad de los bienes y
servicios, interpretando siempre las cláusulas de los contratos
tipos en caso de oscuridad o de abuso a favor del contratante
más débil.

Es decir, no puede invocarse los principios del Código
Civil de libertad de pactos (artículo 1255) cuando este texto
normativo está previendo la igualdad de las partes y la legis-
lación de protección de los consumidores parte del principio
contrario, el de desigualdad de las partes en contratos en los
que una de ellas impone las cláusulas a la otra.

Tercero. Aclarado lo anterior, debemos ver el contenido
del artículo 10 del RD 515/1989, de 21 de abril, de protección
de los consumidores en cuanto a la información a suministrar
en la compraventa y arrendamiento de viviendas, que esta-
blece:

Los documentos contractuales de compra-venta o arren-
damiento de viviendas deberán ir redactados con la debida
claridad y sencillez, sin referencia o remisión a textos o docu-
mentos que no se faciliten previa o simultáneamente a la cele-
bración del contrato.

Igualmente deberán responder a los principios de buena
fe y justo equilibrio de las contraprestaciones, lo que, entre
otras, implica la prohibición de inclusión de cláusulas que:

(...)

D) Impongan, en la primera venta de viviendas, la obli-
gación de abonar los gastos derivados de la preparación de
la titulación que por Ley o por naturaleza corresponden al
vendedor (obra nueva propiedad, horizontal, hipotecas para
financiar su construcción o su división o cancelación).

Este párrafo prohíbe expresamente la cláusula por la que
se ha sancionado a la recurrente, por lo que debe mantenerse
la resolución.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,
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R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José
Carlos Gordon Llorca, en representación de Obras Florida,
S.L.U., contra la resolución de la Delegación del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Huelva recaída en el expediente
H-27/02, y en consecuencia mantener la misma en sus propios
términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.S., El Viceconsejero
(Orden de 27.6.2003), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 28 de octubre de 2003.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por doña María José
Infante García contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Huelva, recaída en el expediente 34/01.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña María José Infante García de la Resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 25 de junio de 2003.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base
de los siguientes antecedentes.

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Huelva dictó la Resolución de referencia, por la que
se impone a la interesada una sanción total de 600 euros
(600 E), tras la tramitación del correspondiente expediente
sancionador, por no facilitar hojas de quejas/reclamaciones
a consumidor y por no exposición de la lista de precios.

Segundo. Contra la anterior resolución la recurrente inter-
puso recurso de alzada, alegando, en síntesis que:

- Disconformidad con los hechos tal y como están rela-
tados, ya que las hojas de quejas no se pudieron facilitar
porque uno de los empleados lo había cambiado de sitio duran-
te una limpieza.

- Que respecto a la otra imputación, que el mencionado
listado de precios no estaba expuesto porque fue robado de
la pared.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Excmo. Sr. Consejero, para conocer y resol-
ver el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos
114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma, en relación con el Decreto del Presidente 6/2000,
de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías, el Decre-
to 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estruc-
tura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modificado
por los Decretos 373/2000, de 16 de mayo y 323/2002,
de 3 de septiembre y la Orden de 18 de junio de 2001,
artículo 3.4, por la que se delegan competencias en diversas
materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Las alegaciones de la recurrente no desvirtúan
los hechos, que deben considerarse probados, a tenor del con-
tenido expuesto en la resolución impugnada, en consecuencia
procede mantener la misma en sus propios términos.

Vistos los preceptos citados, y normas de general y espe-
cial aplicación, resuelvo desestimar el recurso de alzada inter-
puesto por doña María José Infante García contra Resolución
de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Huelva, de fecha referenciada, en consecuencia mantener la
misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael
Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 28 de octubre de 2003.- El Jefe del Servicio
de Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don José Antonio
y don Jorge Salas Rodríguez, en nombre y represen-
tación de Agua Natural Sierra de las Nieves, SL, contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Málaga,
recaída en el expediente PC-234/02.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Antonio y don Jorge Salas Rodríguez
en nombre y representación de «Agua Natural Sierra de las
Nieves, S.L.», de la resolución adoptada por el Secretario Gene-
ral Técnico, al recurso administrativo interpuesto, contra la
dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.


